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incluir, si fuera necesario, un informe o estudio
específico de afección medioambiental (artículo 6 de
la Directiva 92/433/CEE del Consejo) donde se
recoja la evaluación de la actuación en relación con
las posibles repercusiones sobre los hábitats y
taxones propios del lugar. El proyecto correspon-
diente deberá reflejar los posibles condicionantes de
la ejecución de las obras que contemple dicho
informe de afección.

Séptima. Marco de actuación.
Las actuaciones que se ejecuten en desarrollo

del presente Convenio deberán ajustarse a lo previs-
to en el Plan Estratégico del Patrimonio Natural y de
la Biodiversidad 2011-2017, aprobado por el Real
Decreto 1274/2011 de 16 de septiembre, en aplica-
ción de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del
Patrimonio Natural y la Biodiversidad, teniendo cabi-
da en el mismo las actuaciones para la recuperación
de especies de fauna y flora en peligro de extinción,
la construcción de centros de recuperación de espe-
cies en peligro de extinción, centros de interpreta-
ción de la Red Natura 2000 y de Espacios Naturales
Protegidos, u otras actuaciones en aplicación del
mismo en la recuperación de Espacios de Red
Natura 2000.

Octava.–Comité Bilateral de Seguimiento.
1. Para el impulso, seguimiento y control de las

actuaciones incluidas en el ámbito de aplicación de
este Convenio de Colaboración, así como para la
interpretación del mismo, se constituirá un Comité
Bilateral de Seguimiento que estará facultado para:

Comprobar que los proyectos y trabajos emana-
dos de la aplicación de este Convenio se ajustan a
los contenidos del mismo.

Proponer y autorizar, conforme a lo establecido
en las cláusulas segunda y cuarta, el ajuste del
contenido y el importe de las anualidades de las
actuaciones que figuran en el anexo de este Conve-
nio, siempre que no se supere el importe de la
inversión total establecida en la cláusula tercera, ni
que se modifiquen los importes de las anualidades
indicadas en dicha cláusula.

Aclarar y resolver de mutuo acuerdo cualquier
cuestión referida a la ejecución del presente Conve-
nio.

2. El Comité Bilateral de Seguimiento estará
compuesto por:

Dos representantes del Ministerio de Agricultura,
Alimentación y Medio Ambiente, designados por la

Directora General de Calidad y Evaluación Am-
biental y Medio Natural, uno de los cuales actuará
como secretario con voz pero sin voto sobre las
decisiones a debatir por el Comité Bilateral de
Seguimiento.

Dos representantes la Ciudad Autónoma de
Melilla, nombrados por el Consejero de Medio
Ambiente.

Adicionalmente participará un representante de
la Delegación del Gobierno en Melilla, designado
por el Delegado del Gobierno.

3. El Comité Bilateral de Seguimiento estará
presidido por el representante de la Dirección
General de Calidad y Evaluación Ambiental y
Medio Natural, y se reunirá al menos una vez en el
primer cuatrimestre de cada año.

4. Se regirá en su funcionamiento por los
artículos 22 a 25 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común.

Novena. Vigencia del Convenio.
El Convenio estará vigente hasta el 31 de

diciembre de 2013. Podrá prorrogarse por acuerdo
entre las partes antes de la expiración del mismo,
a propuesta del Comité Bilateral de Seguimiento,
siempre que las partes aprueben nuevos anexos
de inversiones.

Décima. Modificación y resolución.
Cualquiera de las partes podrá proponer la

revisión de este Convenio en cualquier momento
para introducir las modificaciones que estime per-
tinentes. De producirse la revisión del clausulado
del Convenio, los correspondientes cambios ha-
brán de incorporarse al mismo y ser suscritos por
las partes. La incorporación de adendas no supon-
drá la revisión de las cláusulas del presente Con-
venio. Estas adendas estarán sujetas a los trámi-
tes que en su momento sean preceptivos.

Serán causas de resolución anticipada del
presente Convenio las siguientes:

El mutuo acuerdo de las partes que lo suscri-
ben.

La entrada en vigor de las disposiciones legales
o reglamentarias que determinen su extinción.

El incumplimiento de cualquiera de sus cláusu-
las.

Por acuerdo de una de las partes firmantes, con
un preaviso de tres meses.


